
La selección del profesorado universitario, como es lógico, es
tan antigua como la propia Universidad. Desde la fundación de la
Universidad de Bolonia en el año 1119 hasta la actualidad, la se-
lección y promoción de los profesores de Universidad no ha deja-
do de ser una cuestión polémica y sujeta a permanente crítica. Ini-
cialmente, en Bolonia, los profesores eran seleccionados por
asociaciones de estudiantes, pero, posteriormente, el control de la
selección pasó a los funcionarios de la ciudad, debido a la impor-
tante financiación que recibía la Universidad de la propia ciudad.
Sin embargo, tuvieron que pasar cien años hasta que el Papa Ho-
norio III, en 1219, hiciera un edicto en el que enfatiza que la li-
cencia docendi para ser profesor en la Universidad sólo puede ser
otorgada a aquellos que superen un minucioso examen. Y, al igual
que ocurre en la actualidad, los criterios de evaluación que se exi-
gían en las pruebas eran puestos por los miembros que ya forma-
ban parte de la institución, y que en definitiva eran quienes tenían

el poder para admitir o rechazar a los candidatos (Koerner y Ma-
honey, 2005). Podría decirse que éste es el origen del actual siste-
ma de selección de profesores universitarios, pues, de hecho, se
mantiene una estructura básica muy similar ocho siglos después,
ya que, aunque esté regulado oficialmente, los criterios siguen
siendo impuestos por los miembros que ya pertenecen a los cuer-
pos de profesores.

En España, en las últimas décadas, la selección del profesorado
funcionario fue regulado en el Real Decreto 1988/1984 en el mar-
co de la  Ley de Reforma Universitaria (LRU) y en el Real Decre-
to 774/2002  (y las modificaciones recogidas en el Real Decreto
338/2005) en el marco de la actual Ley Orgánica de Universidades
(LOU), pero en ambos casos se comparten unas características co-
munes, y éstas consisten en que se concede un gran margen de dis-
crecionalidad a las comisiones de evaluación. Esto queda clara-
mente de manifiesto por el hecho de que cada comisión de
evaluación puede establecer para cada plaza en concreto unos cri-
terios distintos, y establecer además el nivel de cumplimiento de
esos criterios para cada caso. Es decir, no está regulado por ningu-
na normativa legal qué evaluar y en qué medida y, por otra parte,
los criterios de evaluación siempre se establecen y se hacen públi-
cos cuando ya están inscritos los candidatos, lo cual no sólo puede
resultar sorprendente, sino que además es una excepción en el sis-
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tema de acceso a los cuerpos de funcionarios del Estado. Sin  em-
bargo, a pesar de este carácter de excepcionalidad, la autonomía y
la discrecionalidad de las comisiones de evaluación y selección de
profesores funcionarios en España tiene una larga tradición, que se
remonta mucho más allá de las últimas décadas.

La arbitrariedad y autonomía que tienen las comisiones de eva-
luación y de selección de profesores universitarios funcionarios
con respecto a establecer criterios y a cómo evaluarlos tiene un
efecto muy importante en la fiabilidad entre evaluadores, pues, co-
mo es lógico pensar, cada miembro de cada comisión termina ac-
tuando en función de lo que considera más adecuado en cada caso
particular. Un análisis sobre los problemas de fiabilidad en la se-
lección de profesores funcionarios puede verse en el reciente tra-
bajo de Buela-Casal (2005a) sobre el Sistema de Habilitación Na-
cional: criterios y proceso de evaluación, en el cual se ilustran
estos problemas con algunos casos reales. En este trabajo también
se pone de manifiesto que además del problema de establecer los
criterios con total arbitrariedad y con posterioridad al momento en
que ya están inscritos los candidatos, los criterios se definen de
forma tan ambigua que incluso permite que, una vez establecidos,
éstos pueden ser interpretados de manera diferente por distintos
miembros de la comisión y por los propios candidatos. La conse-
cuencia de todo esto es que ni en el pasado ni en la actualidad exis-
te una información explícita sobre qué criterios y en qué medida
se deben cumplir para acceder a los distintos cuerpos de profeso-
res universitarios funcionarios. Por ello, nadie que conozca algo el
sistema de selección del profesorado funcionario en la Universi-
dad española se atreverá a negar que lo más habitual es que  el ma-
yor porcentaje de varianza explicada en el resultado de un concur-
so oposición depende del resultado del sorteo de los miembros que
componen cada comisión de evaluación. Es decir, se incumple ra-
dicalmente lo que Muñiz (1998) denomina «el fin general de la
teoría de la medición», que es estimar los errores aleatorios de las
mediciones, y ello afecta a todas las ciencias y a todo aquello que
pretenda medirse de una manera válida y fiable.

En la actualidad se habla de un nuevo sistema de selección del
profesorado universitario funcionario, el cual tendría unas caracte-
rísticas similares a las del sistema de acreditación de profesores
universitarios no funcionarios. En el momento de redactar este ar-
tículo tan sólo se conoce la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril,
por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciem-
bre, de Universidades. En esta ley, en el artículo 57 se recoge lo si-
guiente: 

Acreditación nacional. 1. El acceso a los cuerpos de funcio-
narios docentes universitarios mencionados en el artículo 56.1
exigirá la previa obtención de una acreditación nacional que,
valorando los méritos y competencias de los aspirantes, garan-
tice la calidad en la selección del profesorado funcionario. 

El Gobierno, previo informe del Consejo de Universidades,
regulará el procedimiento de acreditación que, en todo caso,
estará regido por los principios de publicidad, mérito y capa-
cidad, en orden a garantizar una selección eficaz, eficiente,
transparente y objetiva del profesorado funcionario, de acuer-
do con los estándares internacionales evaluadores de la cali-
dad docente e investigadora. 

Una vez más, como se puede observar en este texto, no hay nin-
guna definición operativa y todo queda relegado a un futuro
reglamento. Pero, en cualquier caso, sea como sea el nuevo siste-

ma, si no se resuelve el problema de la ausencia de criterios y de
estándares necesarios para ser acreditado en cada uno de los cuer-
pos, tendrá las mismas críticas y la poca credibilidad que los sis-
temas que le preceden. Un sistema de selección del profesorado
universitario debe ser la consecuencia lógica de lo que necesita la
Universidad española tanto para tener una mayor participación en
la producción científica mundial, como para formar buenos pro-
fesionales que sean útiles al país, y, sin duda alguna, esto se pue-
de operacionalizar y establecer en forma de criterios concretos
que deben cumplir todos aquellos que quieran ser profesores fun-
cionarios. Es decir, como planteó recientemente Muñiz (2004),
hay que subrayar la necesidad de que las evaluaciones sean rigu-
rosas desde el punto de vista técnico, para que sean objetivas, lo
cual implica elaborar indicadores que sean operativos, empíricos
y cuantitativos (mejor que cualitativos), y esto es válido para eva-
luar personas, instituciones, programas, docencia, satisfacción de
los egresados, etc.

En el presente trabajo se pretende establecer una serie de pau-
tas que pueden mejorar de forma considerable la selección del pro-
fesorado universitario funcionario. Para ello, es necesario abordar
cinco aspectos importantes que, en mayor o menor medida, influ-
yen en la calidad de la selección del profesorado, y éstos son: 1)
los criterios y el baremo de evaluación; 2) el proceso de evalua-
ción; 3) los candidatos; 4) los miembros de las comisiones; 5) los
estándares. La mejora de estos aspectos no sólo permite un siste-
ma de selección más fiable y válido, sino que además se corres-
ponde con la actual cultura de la calidad, que está siendo aplicada,
en los últimos años, en casi todos los ámbitos del contexto univer-
sitario (Buela-Casal, 2003, 2005b; Buela-Casal, Gutiérrez, Ber-
múdez y Vadillo, 2007; Crespo, 2005; Gutiérrez, 2005; Nelson,
2005; Pelechano, 2005), excepto en la selección de los profesores.
En definitiva, se trata de mejorar un sistema de selección de pro-
fesorado funcionario, y para ello se proponen las siguientes reco-
mendaciones.

Los criterios y el baremo

Establecer criterios operativos de evaluación es la condición
más importante para incrementar la validez y la fiabilidad entre
evaluadores en los procesos de selección del profesorado. Pero,
además, el conocimiento de los criterios y del baremo por parte de
los candidatos no sólo hace posible un sistema más justo de selec-
ción de profesores, sino que también permite perfilar y orientar la
carrera docente de aquellos profesores y/o investigadores que al-
gún día pretendan conseguir la condición de profesor funcionario
universitario. A continuación se enumeran, a modo de ejemplo, al-
gunos criterios que deberían ser considerados para la acreditación
y selección del profesorado funcionario.

a) Establecer los criterios y el baremo por titulación

Los criterios de evaluación y el baremo deben ser comunes pa-
ra cada titulación, pues existen diferencias considerables entre dis-
tintas titulaciones con respecto a los criterios de producción cien-
tífica. Así, por ejemplo, mientras que el criterio de patentes puede
ser un criterio en el ámbito de las ingenierías, es de difícil aplica-
ción en el campo de las humanidades. Sin embargo, entre las dis-
tintas áreas de conocimiento que componen una titulación sí exis-
te suficiente afinidad para que puedan usarse unos mismos criterios
y baremo. Además, tener una relación de criterios y baremo por
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cada área de conocimiento implicaría disponer de unas doscientas
relaciones de criterios y baremos distintos.

b) Establecer qué implica «internacional» si se utiliza como criterio

La etiqueta «internacional» es utilizada con frecuencia para ca-
talogar los méritos de los candidatos en un concurso oposición, de
hecho, en el aún vigente sistema de Habilitación Nacional, el Con-
sejo de Coordinación Universitaria estableció cinco criterios para
evaluar a los candidatos, y en todos, excepto en uno, se incluye el
término internacional. No obstante, ni en este caso, ni en ningún
otro, se hace explícito qué se entiende por un mérito internacional,
y aunque esto pueda parecer algo obvio, no lo es tanto si se refle-
xiona sobre ello, dado que, por ejemplo, existen múltiples inter-
pretaciones sobre qué se puede considerar como una publicación
internacional (véase Buela-Casal, Perakakis, Taylor, y Checa,
2005). Esto tiene una relevancia muy importante dado que en la
actual Ley Orgánica 4/2007, por la que se modifica la Ley Orgá-
nica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades. En esta ley, en
el artículo 57, se dice que:

«El Gobierno… regulará el procedimiento de acreditación
que… de acuerdo con los estándares internacionales evalua-
dores de la calidad docente e investigadora». Una vez más se
habla de estándares internacionales pero no se definen.

La dificultad de establecer el criterio de nacional o de interna-
cional queda de manifiesto con el siguiente ejemplo: si analizamos
la  revista International Journal of Clinical and Health Psychology
nos encontramos con una revista editada en España, con nombre
en inglés y que publica en tres idiomas (castellano, inglés y portu-
gués); tiene un comité editorial con especialistas de 13 países y en
un período de tres años publicó artículos de autores de 12 países.
Según esto, en esta revista ¿cómo se consideraría un artículo pu-
blicado en inglés por autores españoles, por ejemplo, Botella y
Gambara (2006)?, o ¿un artículo publicado por autores estadouni-
denses, por ejemplo, Moos y Moos (2006)?, o ¿un artículo escrito
por autores españoles y extranjeros, por ejemplo, Labrador, Fer-
nández-Velasco y Rincón (2006)? ¿Estos tres artículos son nacio-
nales o internacionales? Por otro lado, ¿cómo se consideraría un
artículo publicado por un autor español en la revista Health Psy-
chology?, teniendo en cuenta que esta revista publica sólo en un
idioma, tiene un consejo editorial en el que no consta la naciona-
lidad de los revisores y en un período de tres años publica artícu-
los de autores de 10 países. Por otra parte, hay quien considera que
«publicación internacional» es sinónimo de estar en el Journal Ci-
tation Report,  pero esto no resuelve el problema, pues pongamos
por ejemplo el caso de la revista Psicothema, ¿se consideraría
igual de internacional un artículo como el de Llavona y Bandrés
(2005) que trata sobre la vocación religiosa en España, o el de Pé-
rez-Álvarez (2005) que trata sobre la psicología del Quijote (auto-
res españoles escriben en castellano sobre temas nacionales), que
un artículo, como por ejemplo el de Brandon, Welhs y Farrington
(2006) que trata sobre un tema no relativo a un país en concreto,
está escrito en inglés y los autores son de Gran Bretaña y de Esta-
dos Unidos? Es, por tanto, evidente que resulta muy complejo es-
tablecer si un artículo es un mérito nacional o internacional. Para
una reflexión sobre esta cuestión véase Buela-Casal et al. (2005).
Por tanto, en el caso de que se utilice como criterio, debe ser defi-
nido de forma clara qué se entiende por «internacional», o incluso

asignando un índice de internacionalidad a cada revista como, por
ejemplo, el propuesto por Buela-Casal y Zych (2006).

c) Establecer criterios operativos de evaluación de la producción
científica y de la docencia

Los criterios establecidos en el Real Decreto 774/2002 (y las
modificaciones recogidas en el Real Decreto 338/2005) y los de-
sarrollados por el Consejo de Coordinación Universitaria son tan
ambiguos y poco operativos que, como se ha demostrado (véase
Buela-Casal, 2005a), distintas comisiones interpretan criterios y
subcriterios distintos. Es difícil entender la razón de esta ambi-
güedad por parte de los legisladores de la política científica. Se
nombran comisiones para seleccionar profesores pero no se les di-
ce ni en función de qué criterios, ni en función de qué nivel de es-
tándares deben seleccionarlos. Los criterios fundamentales para
realizar una selección son bien conocidos: tesis doctorales, artícu-
los, libros, capítulos, congresos, etc., y no deben quedar en manos
de unos miembros de una determinada Comisión que en la reali-
dad terminan poniendo los criterios en función de sus conviccio-
nes personales que, lógicamente, están relacionados con el currí-
culum profesional de cada uno. Es, pues, necesario establecer unos
criterios explícitos y que éstos sean operativos, empíricos y cuan-
titativos (Muñiz, 2004).

En este contexto merece especial atención el hecho de que en
la Ley Orgánica 4/2007, por la que se modifica la LOU, se dice
«… regulará el procedimiento de acreditación que… de acuerdo
con los estándares internacionales evaluadores de la calidad do-
cente e investigadora», pero a diferencia de la producción científi-
ca, no es fácil operacionalizar la calidad docente y más difícil aún
disponer de estándares internacionales sobre la calidad docente.
En la documentación presentada por los candidatos para una acre-
ditación puede aparecer tan sólo el nombre de las materias impar-
tidas y los créditos, cursos o años que impartió determinadas ma-
terias, pero difícilmente se pueden pedir informes de la calidad de
la docencia, pues en varias universidades ni siquiera se evalúa la
docencia. Por otra parte, en aquellos casos en los que se disponga
de informes sobre la calidad docente ¿cómo se compara con los es-
tándares internacionales de calidad docente?, ¿cuáles son esos están-
dares y dónde están publicados?

d) Establecer un baremo en el que se especifique el valor de cada
mérito

El valor de los criterios no puede estar determinado por la opi-
nión de cada miembro de la Comisión, el valor de una tesis, un li-
bro, un artículo, etc., debe estar determinado a priori. Los aspi-
rantes a un cuerpo docente no sólo deben tener el derecho a
conocer el valor de los méritos cuando son candidatos, sino que
además esto es necesario para planificar su currículum académico.
Un profesor debe saber qué méritos y en qué medida serán valora-
dos para el ingreso en un cuerpo de funcionarios, y ello no debe
quedar al arbitrio de cada miembro de cada Comisión. Sea la pro-
pia sociedad, a través de los gestores de la política científica, o
bien sean los profesores de los propios cuerpos de profesores fun-
cionarios, o un grupo de expertos cualificados, alguien debe esta-
blecer el valor de cada criterio. Lo que carece de cualquier lógica
es que un profesor universitario planifique su actividad docente e
investigadora sin saber si la sociedad para la cual trabaja valora
más una tesis doctoral, un artículo en una revista científica, un li-
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bro de texto, un proyecto de investigación financiado, ejercer un
cargo académico, etc., y en la actualidad el valor de cada mérito
depende de forma exclusiva de los miembros de las comisiones de
evaluación, y esa valoración es tan variable como distintos son los
miembros de las comisiones.

El proceso de evaluación

El proceso de evaluación es tan importante como los criterios y
el baremo, pues, como es bien sabido, el procedimiento seguido en
una evaluación también influye en la validez y en la fiabilidad del re-
sultado de la evaluación. Es decir, por buenos que sean los criterios
y el baremo, de poco sirven si no se aplican de la manera adecuada.

a) Los criterios, el baremo, el procedimiento y los estándares deben
ser publicados con antelación a la inscripción de los candidatos a
una prueba de selección o de acreditación

En la actualidad, y al igual que ocurrió en el pasado, en el mo-
mento de inscribirse los candidatos a una Habilitación Nacional no
conocen ni los criterios, ni el baremo, ni el proceso de evaluación,
lo cual es sorprendente, pues los aspirantes tienen que tomar la de-
cisión de inscribirse sin saber qué se evalúa ni en qué medida. Por
tanto, los criterios, el baremo y el proceso de evaluación deben es-
tar publicados previamente a la fecha de inscripción de los candi-
datos y debe estar adaptado para cada cuerpo del profesorado fun-
cionario.

b) Establecer un manual de procedimiento para los miembros de
la Comisión evaluadora

Es necesario desarrollar un manual de procedimiento para los
evaluadores, en el cual se especifiquen todos los pasos necesarios
para realizar la evaluación de una forma homogénea entre las dis-
tintas comisiones y siguiendo fielmente tal como esté el regla-
mento en los correspondientes reales decretos y normativas adi-
cionales. El manual de procedimiento debe ser tan minucioso
como sea necesario para que cualquier miembro de una comisión
evaluadora sepa qué debe hacer en cada momento y cómo debe ha-
cerlo. Es muy importante tener presente que en la mayoría de los
casos los miembros de las comisiones de evaluación no son exper-
tos en evaluación ni en la selección de profesores.

c)  Las comisiones siempre deben actuar con todos sus miembros

En el sistema actual de selección del profesorado funcionario,
el reglamento del Sistema de Habilitación establece que la Comi-
sión de evaluación tan sólo necesita la totalidad de sus miembros
(siete) para el acto de constitución. Posteriormente, la Comisión
puede seguir funcionando con seis, cinco, y hasta con cuatro
miembros, sólo en el caso de que queden tres o menos se procede
a la inclusión de los miembros suplentes. Las importantes conse-
cuencias que tiene el hecho de que las comisiones de evaluación
puedan actuar de forma válida hasta con cuatro miembros ya fue
analizado por Buela-Casal (2005a). No obstante, es conveniente
resaltar que carece de lógica que el número de miembros que hay
en una comisión influya en la dificultad para superar una prueba e
incluso la Habilitación, pues un candidato que es evaluado por sie-
te miembros sólo necesita el 57% de los votos positivos, mientras
que si es evaluado por cuatro necesita el 100%. Éste es uno de los

problemas principales del Sistema de Habilitación, y sin duda uno
de los más fáciles de solucionar. Para ello, hay distintas opciones,
una es que las comisiones actúen siempre con todos sus miembros,
de tal forma que cuando una comisión se queda con uno menos, se
incorpora el suplente correspondiente. Un problema menor es que
los distintos candidatos pueden ser evaluados por distintos miem-
bros de la Comisión, máxime cuando hay unos criterios y un ba-
remo claramente establecidos, pero sin duda es mejor que el siste-
ma actual. Otra opción, en el caso de que se mantenga un sistema
de votación, es que se ajuste el porcentaje de puntuación que ne-
cesita un candidato para superar una prueba, por ejemplo, si se es-
tablece que para superar una prueba hace falta un 57% de votos
positivos, esto siempre se puede ajustar a una puntuación en la que
la asignación de la puntuación de los miembros de una comisión
siempre sea 100, sean siete, seis, cinco o cuatro miembros.

d) Cada miembro de la Comisión debe dar una puntuación

El sistema establecido en la actualidad dice que en función de
los informes la Comisión debe emitir votos favorables o desfavo-
rables, pero el hecho de no emitir una puntuación genera un pro-
blema con difícil solución, pues no permite diferenciar a dos votos
favorables distintos. Por ejemplo, si en la primera prueba de una
habilitación hay un candidato excelente y con un currículum mag-
nífico puede recibir el voto favorable de  todos los miembros de la
Comisión, pero si hay otro candidato con un nivel aceptable para
superar la primera prueba, y en ello coinciden todos los miembros
de la Comisión, quedan dos opciones posibles, o se le conceden
siete votos favorables a los dos candidatos, lo cual es injusto, o
bien los miembros de la Comisión deciden pactar los votos, de tal
forma que algunos voten desfavorable, cuando en realidad consi-
deran que tiene suficiente nivel para superar la prueba. El mismo
problema se produce en la última fase de la Habilitación, pues no
pueden tener cuatro o más votos favorables un número de candi-
datos superior al número de plazas. La solución más fácil es la
asignación de puntuaciones, pues de esta forma los miembros de
las comisiones no se ven obligados a pactar las votaciones y ade-
más permite seleccionar qué candidatos superan una fase de la se-
lección en función de las puntuaciones obtenidas y de los estánda-
res establecidos. Por tanto, en el sistema de Acreditación debería
optarse por las puntuaciones numéricas en función del baremo.

e) La presentación oral debería mantenerse en el sistema de
acreditación y/o en el concurso de acceso,  pero su valor debe
estar determinado

La presentación y defensa oral por parte de los candidatos de-
bería mantenerse, bien en la fase de acreditación y/o en el concur-
so de acceso, y ello por varias razones. La primera es que la expo-
sición oral permite ponerle el «vitae» al currículum, es decir, con
la exposición se entiende mejor la «historia de vida profesional»
de cada candidato. La segunda es que se pueden evaluar las habi-
lidades en la exposición y en la defensa de sus méritos, lo cual
también es importante en un profesor universitario. Dado que no
está previsto que se incluya una presentación oral y el único re-
quisito para optar a una acreditación de Profesor Titular de Uni-
versidad es ser doctor, podría ser acreditado para profesor funcio-
nario un candidato con importantes deficiencias docentes. La
tercera es que hace posible cualquier aclaración sobre dudas que
puedan tener los miembros de las comisiones de evaluación sobre
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el currículum de los candidatos. Para ello sería conveniente que el
tiempo de debate con el candidato fuese considerablemente más
largo que el actual, pues como ya se argumentó en el trabajo de
Buela-Casal (2005a), actualmente es tan reducido que apenas per-
mite que cada miembro de la Comisión de evaluación formule dos
o tres preguntas. Por otra parte, el valor de la exposición y defen-
sa oral de los candidatos debe estar determinado previamente, y
éste tiene que estar valorado en una proporción racional con el va-
lor que pueda tener el currículum del candidato. Es evidente que el
valor de la presentación y defensa oral no puede ser indetermina-
do y que ello permita que un miembro de una Comisión pueda jus-
tificar un voto desfavorable o favorable sobre un candidato, justi-
ficando su voto de forma exclusiva o fundamental en la exposición
y defensa oral.

f) Los concursos de acceso deben ser homogéneos en todas las
universidades

Para evitar la «herencia endogámica de la Ley de Reforma Uni-
versitaria» la mejor solución es que los concursos de acceso estén
regulados a nivel nacional, de tal forma que los miembros de la
Comisión se nombren por sorteo entre profesores de cada cuerpo
de profesores que cumplan al menos los requisitos para formar
parte de las comisiones de la Habilitación Nacional. De igual for-
ma, los criterios, baremo y proceso de evaluación también debería
estar reglamentado de forma que sea el mismo en cualquier Uni-
versidad, de lo contrario, la experiencia demostrará cómo en la in-
mensa mayoría de los casos se seleccionará al candidato de la pro-
pia Universidad. Y esto es lo que ocurrirá por efecto de la Ley
Orgánica 4/2007, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001,
de 21 de diciembre, de Universidades. No cambia nada con res-
pecto al sistema anterior, pues cada Universidad puede regular el
concurso de acceso según sus propios estatutos y así se recoge en
el artículo 62: Concursos para el acceso a plazas de los cuerpos
docentes universitarios. 1. Las universidades, de acuerdo con lo
que establezcan sus estatutos, convocarán concursos para el ac-
ceso… 3. Los estatutos de cada Universidad regularán la compo-
sición de las comisiones de selección de las plazas convocadas y
garantizarán, en todo caso, la necesaria aptitud científica y do-
cente de sus componentes. Dicha composición deberá ajustarse a
los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus miem-
bros, procurando una composición equilibrada entre mujeres y
hombres, salvo que no sea posible por razones fundadas y objeti-
vas debidamente motivadas. En cualquier caso, los currículos de
los miembros de las comisiones deberán hacerse públicos. 4.
Igualmente, los estatutos regularán el procedimiento que ha de re-
gir en los concursos, que deberá valorar, en todo caso, el historial
académico, docente e investigador del candidato, su proyecto do-
cente e investigador, así como contrastar sus capacidades para la
exposición y debate en la correspondiente materia o especialidad
en sesión pública. 

En la Ley 4/2007 de reforma de la LOU se da más autonomía
a las universidades que en el sistema anterior, es decir, cada Uni-
versidad podrá diseñar los concursos de acceso a la carta, lo que
sin duda se convertirá en un sistema de selección endogámica.

g) Una sola convocatoria anual

Tal como se reglamentó en la modificación de regulación del
sistema de Habilitación Nacional, lo más conveniente es hacer una

sola convocatoria anual, y no tres como se hacía antes. Una convo-
catoria al año tiene tres ventajas importantes: a) una gran disminu-
ción del coste de la evaluación, pues una misma Comisión evalúa
un mayor número de candidatos de una sola vez; b) al menos todos
los candidatos evaluados en un mismo año son evaluados por la
misma Comisión y en las mismas condiciones; c) se puede planifi-
car que las pruebas se desarrollen en un mes no lectivo (como, por
ejemplo, julio o septiembre), con lo cual no se producen interfe-
rencias en la actividad docente que imparten los miembros de las
comisiones y los candidatos (cuando hay presentaciones orales).

Los candidatos

Establecer un nivel mínimo más alto que el actual para poder
presentarse a los distintos cuerpos

Si tenemos en cuenta que se trata de un proceso de selección de
profesorado funcionario, y del coste económico que supone el sis-
tema de selección, resulta sorprendente el nivel tan bajo que se le
exige a los candidatos para poder participar en una habilitación o
en una acreditación. Así, para PTEU sólo es necesario ser licen-
ciado, e incluso en algunas áreas de conocimiento es suficiente con
ser diplomado; para PTU y CEU sólo se pide el requisito de ser
doctor; y para CU tener tres años de antigüedad como PTU o CEU
o una antigüedad de ocho años de doctor y un informe positivo de
la ANECA. Estos criterios, que fueron tomados de la LRU, care-
cen de sentido en el actual sistema universitario español, y un buen
ejemplo es que el requisito es mayor para presentarse a una eva-
luación para conseguir la Acreditación para Profesor Contratado
Doctor, en la que se exige un mínimo de tres años de antigüedad
como doctor, que para ser PTU. Lo absurdo de esto queda de ma-
nifiesto con la siguiente paradoja: se puede dar el caso de un doc-
tor que con un año de antigüedad se presenta a una habilitación pa-
ra PTU y la consigue, meses después gana un concurso de acceso
y se convierte en PTU, pues paradójicamente tendría que esperar
aún dos años para presentarse a la acreditación de Profesor Con-
tratado Doctor. Y esto no es tan improbable que ocurra, pues ya
hay casos de candidatos que simultáneamente concursaron a una
plaza para PTU y solicitaron la Acreditación para Profesor Con-
tratado Doctor (por si no conseguían la plaza de PTU) y el resul-
tado es que consiguieron la plaza de PTU y recibieron un informe
negativo de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y
Acreditación para la acreditación de Profesor Contratado Doctor.
Por tanto, desde cualquier perspectiva resulta absurdo que se pida
un menor nivel de exigencia para presentarse a una plaza de nivel
superior. Parece hasta una cuestión de sentido común que un re-
cién doctor no se pueda presentar a una plaza de PTU y convertir-
se en funcionario. 

En la Ley Orgánica 4/2007, por la que se modifica la Ley Or-
gánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, no cambia
nada con respecto al sistema anterior, pues en el artículo 59.1 se
dice: Acreditación para profesores titulares de Universidad. Quie-
nes posean el título de Doctor podrán presentar una solicitud pa-
ra obtener la acreditación para profesor titular de Universidad a
la que acompañarán, de acuerdo con lo que se establezca regla-
mentariamente, una justificación de los méritos que aduzcan. Y en
el artículo 60.1. Acreditación para catedráticos de Universidad. 1.
Los funcionarios del Cuerpo de Profesores Titulares de Universi-
dad podrán presentar una solicitud para obtener la acreditación
para catedrático de Universidad a la que acompañarán, de acuer-
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do con lo que se establezca reglamentariamente, una justificación
de los méritos que aduzcan. Quedarán eximidos del requisito de
pertenecer al Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad quie-
nes acrediten tener la condición de Doctor con, al menos, ocho
años de antigüedad y obtengan el informe positivo de su actividad
docente e investigadora emitido por la Agencia Nacional de Eva-
luación de la Calidad y Acreditación.

Por ello, y por otras razones como facilitar el sistema de Acre-
ditación, haciéndolo más rápido y menos costoso, es necesario es-
tablecer un nivel mínimo más alto para poder optar a la acredita-
ción. Este podría establecerse en función de un número de
publicaciones y/o otras acreditaciones, por ejemplo: dos tramos de
investigación para los PTU y CEU que quieran optar a una acredi-
tación para CU; la acreditación para Profesor Contratado Doctor
para optar a una acreditación de PTU o de CEU; y una Acredita-
ción de Profesor Colaborador para optar a PTEU. El efecto inme-
diato sobre el sistema de acreditación sería una reducción de can-
didatos, presentándose aquellos que realmente tienen opciones, lo
cual supone un sistema más ágil, menos costoso e incluso menos
frustrante para muchos candidatos que se presentan actualmente
sin ser conscientes de sus posibilidades.

Los miembros de las comisiones

Establecer un nivel mínimo más alto para ser miembro de las
comisiones

En la actualidad se establece que el criterio mínimo para formar
parte de las Comisiones de evaluación, que sus miembros tengan
al menos un tramo de investigación para los cuerpos de PTEU,
CEU y PTU, y al menos dos tramos de investigación cuando se tra-
te de comisiones para plazas de CU. Parece evidente que se trata
de mínimos demasiado bajos, pues los tramos de investigación,
que son considerados por muchos como indicadores de excelencia,
son en realidad indicadores de mínimos de productividad, pues no
hay que olvidar que con cinco artículos publicados en seis años se
puede conseguir un tramo de investigación, es decir, menos de un
artículo por año, y eso en el mejor de los casos. Dicho de otra for-
ma, un profesor puede formar parte de las comisiones de evalua-
ción para PTEU, CEU y PTU habiendo publicado sólo cinco ar-
tículos en toda su vida académica; y un profesor puede formar
parte de las comisiones de evaluación para CU con sólo diez ar-
tículos en su currículum, lo cual es desproporcionado si tenemos
en cuenta que en la actualidad en distintos campos científicos hay
varios candidatos a PTU que se presentan con más de veinte ar-
tículos, y candidatos a CU que se presentan con más de cincuenta
artículos. Si tenemos en cuenta la gran diferencia que hay entre
universidades en cuanto a la proporción de PTU/CU, es lógico que
existan PTU con un mayor currículum que algunos CU (véase
Buela-Casal, 2005c). Es más, en un reciente estudio sobre la pro-
ducción de los profesores funcionarios de Psicología en artículos
de revista con factor de impacto de la Web of Science se puso de
manifiesto que entre los autores más productivos en distintas áreas
de conocimiento están varios PTU (Musi-Lechuga, Olivas-Ávila,
Portillo-Reyes, y Villalobos-Galvis, 2005). Por tanto, el nivel mí-
nimo debería establecerse en dos tramos de investigación para
PTEU, CEU y PTU; y en tres tramos de investigación para los CU,
siempre y cuando se cumpla que todo miembro de una comisión
deba tener el cien por cien de tramos conseguidos sobre tramos po-
sibles. Pero además, y aún más importante, es que para ser miem-

bro de una comisión es necesario cumplir los criterios y estánda-
res mínimos que se exigen a los candidatos para ser acreditado en
cada cuerpo de funcionarios. Esto es algo fundamental para evitar
que los evaluadores puedan no tener el nivel que se les exige a los
evaluados.

En el futuro sistema de Acreditación de funcionarios el nivel de
los miembros de las comisiones es totalmente ambiguo, pues en la
Ley Orgánica 4/2007, por la que se modifica la Ley Orgánica
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades. En esta Ley, en el
artículo 57.2, se dice:

«La acreditación será llevada a cabo mediante el examen y
juicio sobre la documentación presentada por los solicitantes,
por comisiones compuestas por profesores de reconocido pres-
tigio docente e investigador pertenecientes a los cuerpos de
funcionarios docentes universitarios. Igualmente, podrán for-
mar parte de estas comisiones expertos de reconocido prestigio
internacional o pertenecientes a centros públicos de investiga-
ción. Los currículos de los miembros de las comisiones de
acreditación se harán públicos tras su nombramiento».

Es decir, no se dice ni cómo se nombrarán, ni cuántos miembros
tendrán las comisiones, ni qué nivel deben tener sus miembros,
pues decir «profesores de reconocido prestigio» es decir muy poco,
pues no se define en función de criterios operativos. El reconocido
prestigio internacional se mide por criterios conocidos: producción
en artículos, patentes, libros, citas recibidas, el Índice h, etc.

El artículo 57.2 continúa diciendo que se desarrollará en un fu-
turo reglamento:

«Reglamentariamente, se establecerá la composición de las
comisiones reguladas en este apartado, la forma de determina-
ción de sus componentes, así como su procedimiento de actua-
ción y los plazos para resolver. En todo caso, deberá ajustarse
a los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus
miembros, procurando una composición equilibrada entre mu-
jeres y hombres, salvo que no sea posible por razones fundadas
y objetivas, debidamente motivadas».

Una vez más, los criterios son ambiguos: «principios de impar-
cialidad y profesionalidad», y es necesario que en el reglamento
correspondiente sean definidos de manera operativa.

Los estándares para cada cuerpo de profesores funcionarios y
número de plazas ofertadas.

a) Establecer un nivel mínimo para que los candidatos puedan ser
acreditados

En cualquier sistema de selección de profesorado, sea la actual
Habilitación Nacional o cualquier otro, debe tener establecido un
nivel mínimo para poder ser seleccionado como funcionario. En
un sistema como el español, en el cual se puede conseguir ser pro-
fesor funcionario con menos de treinta años, es aún más necesario
que exista un nivel mínimo para que los candidatos puedan ser ha-
bilitados o acreditados para los distintos cuerpos docentes. La au-
sencia de un nivel mínimo preestablecido pone de manifiesto, co-
mo después de dos décadas de aplicación de la LRU el resultado
es que más de diez mil PTU no tienen un tramo de investigación,
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lo que implica que las comisiones que evalúan los tramos de in-
vestigación consideran que las comisiones que los seleccionaron
pusieron en su día un nivel muy bajo. Para alguien que no conoz-
ca el sistema sería fácil hipotetizar que si un profesor adquiere la
condición de funcionario, lógicamente conseguirá al menos su pri-
mer tramo de investigación, pues debería tener una producción
científica suficiente para que fuese seleccionado como funciona-
rio, sin embargo, la realidad pone de manifiesto que eso no ocurre.
Decir que hay más de diez mil PTU sin ningún tramo de investi-
gación y más de dos mil CU sin dos tramos, parece una razón más
que suficiente para establecer niveles mínimos en el sistema de
Acreditación.

b) Establecer estándares comunes para cada titulación

En la actualidad existen distintos niveles de exigencia según las
áreas de conocimiento, incluso dentro de un mismo campo de co-
nocimiento hay una importante disparidad en cuanto a los están-
dares exigidos entre distintas áreas. Así, por ejemplo, en el ámbi-
to de la Psicología se ha puesto de manifiesto que existen enormes
diferencias en la producción científica en artículos de revistas de
la Web of Science entre las distintas áreas de conocimiento, por
ejemplo, mientras que en el área de Psicobiología la media de ar-
tículos por profesor es de 15,73 en el área de Psicología Evolutiva
y de la Educación es de 1,51  (Musi-Lechuga, Olivas-Ávila, Porti-
llo-Reyes, y Villalobos-Galvis, 2005). Lo mismo ocurre con el
Índice h, tal como acaban de demostrar Salgado y Páez (2007). Es-
to puede entenderse como el resultado de una «costumbre acadé-
mica» sobre la producción científica en cada área, pues de hecho
en la Web of  Science hay más de cien revistas del área de Psico-
logía Evolutiva y de la Educación, es decir, no es una razón la fal-
ta de revistas sobre estas temáticas. De hecho, las diferencias en
otros ámbitos de la producción científica, como por ejemplo en las
tesis doctorales, también fueron puestas de manifiesto en un mis-
mo campo de conocimiento (Agudelo et al., 2003), al igual tam-
bién que en los proyectos de investigación financiados (Gordillo,
Gonzáles-Marqués, y Muñiz, 2004). Por tanto, serían necesarios
estudios sobre producción científica: tesis, artículos, libros, paten-
tes, proyectos de investigación financiados, etc., en los distintos
campos de conocimiento, pues serían indicadores reales de los es-
tándares en los distintos campos de conocimiento.

Por otra parte, las comisiones de acreditación deberán tener una
limitación de unos estándares mínimos según los cuales no puedan
acreditar a candidatos, estos estándares deben ser establecidos a
priori y deben ser públicos para cada campo de conocimiento. Los
estándares pueden ser fijados en función de la productividad en
cada campo o bien en función de la opinión de los profesores de
cada licenciatura, tal como por ejemplo en el estudio realizado por
Sierra, Buela-Casal, Bermúdez, Santos y Armario (2006), en el
cual se recoge la opinión sobre el peso o valor que debe tener ca-
da mérito y los niveles mínimos para la acreditación en cada cam-
po de conocimiento en función del cuerpo docente.

c) Debe existir una relación entre las plazas ofertadas por las
universidades y el número de candidatos acreditados

La relación entre plazas ofertadas por las universidades y el nú-
mero de candidatos habilitados es el aspecto más importante para
una futura reforma de la LOU. El sistema de acceso a los cuerpos
de profesores funcionarios debe ser lo más competitivo posible, no

es una necesidad del sistema universitario que un Profesor Con-
tratado Doctor se convierta en Profesor Titular de Universidad, ni
tampoco lo es que éste se convierta en Catedrático de Universidad,
sino que son opciones personales en la promoción y el ascenso en
la carrera universitaria de cada profesor. Ascender y promocionar
en cualquier trabajo no es un derecho sino un mérito que hay que
conseguir. Es de sentido común que cuanto más competencia y di-
fícil sea la Acreditación, mayor será el nivel de productividad de
los aspirantes y mejores serán los candidatos acreditados. Por otra
parte, si el conjunto de universidades oferta para un año un núme-
ro determinado de plazas ¿qué sentido tendría acreditar candidatos
sin esa limitación? Por ejemplo, si se acreditan veinte de treinta
candidatos, es obvio que no tendrán el mismo nivel que si sólo se
acreditan tres. Y una buena muestra de esto es el claro efecto ne-
gativo que existe entre la facilidad en el acceso y promoción a los
cuerpos docentes universitarios y la productividad (véase Buela-
Casal, 2005c). Acreditar profesores sin ajustarse a las plazas ofer-
tadas es lo mismo que hipotecar el futuro de la selección de profe-
sores funcionarios. Si se acreditan profesores sin tener en cuenta
la relación entre la oferta y la demanda, con la misma lógica se de-
berían aprobar médicos especialistas, inspectores de hacienda,
maestros, notarios, abogados del Estado, sin relación con las pla-
zas que realmente se necesitan. Esto no se ha hecho hasta ahora de
una manera directa pero al menos el sistema de acceso estaba re-
gulado por la ley de la oferta y la demanda de las plazas en fun-
ción de las necesidades de las universidades. Sin embargo, en el
futuro este problema será importante, pues en la Ley Orgánica
4/2007, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de
diciembre, de Universidades, no se establece límite de plazas para
obtener la acreditación.

Conclusiones

La situación actual de la productividad científica en España,
aunque ha mejorado en los últimos años, dista mucho del nivel es-
perado en función del número de investigadores que trabajan en
las universidades españolas. Como ya se ha puesto de manifiesto
en diversos estudios, la productividad científica en España es rea-
lizada en gran medida por un bajo porcentaje de investigadores,
solo como dato ilustrativo se puede resaltar que más de la mitad de
los profesores funcionarios doctores no dirigen tesis doctorales,
que más de diez mil PTU no tienen ni un solo tramo de investiga-
ción y que más de dos mil CU no tienen dos tramos de investiga-
ción (Buela-Casal, 2005c). Si se reflexiona sobre esto es fácil lle-
gar a la conclusión de que es una consecuencia, entre otros
factores, de una mala selección del profesorado, dado que hay mi-
les de funcionarios que no cumplen a nivel mínimo una de sus
obligaciones, que es la investigación. Sin duda, esto es el resulta-
do de una nefasta selección del profesorado que se practicó en Es-
paña en las últimas décadas, quizá los responsables de la política
científica, si fueran conocedores de lo que en evaluación psicoló-
gica se conoce como validez consecuencial  (Muñiz, 2003), que en
definitiva no es más que ser conscientes de las consecuencias que
tienen los resultados de una evaluación sobre la propia sociedad en
el futuro y que ello afecta de forma retrospectiva a su validez, le
darían más importancia a la selección del profesorado. Esto es
aplicable a múltiples ámbitos como muy bien han resaltado re-
cientemente Padilla, Gómez, Hidalgo y Muñiz (2006), y sin duda
uno de ellos es la selección de personal. Es decir, el tipo de selec-
ción de profesores universitarios que se ponga en práctica en cual-
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quier país tendrá efectos «colaterales» sobre el futuro, lo cual en
cierto modo es casi una cuestión de sentido común. Ahora que es-
tamos ante otra reforma del sistema de selección del profesorado
sería bueno tener en consideración los conocimientos actuales so-
bre las garantías científicas de la evaluación y los modelos utiliza-
dos en otros países que destacan por la calidad de sus universida-
des. Si analizamos el caso de Holanda, que ocupa el primer lugar
en el Ranking de las Mejores Universidades del Mundo en rela-
ción a la tasa de universidades por habitante, se puede comprobar
que existe una alta coincidencia con los sistemas de otros países
que ocupan los primeros puestos en este Ranking, como sería el
caso de Estados Unidos o de Gran Bretaña, en el sentido de que
hay una importante autonomía en cada universidad  para la selec-
ción y contratación de su profesorado. Sin embargo, en el caso de
Holanda cabe resaltar la operatividad de los criterios y los están-
dares que se deben cumplir para cada uno de los niveles de profe-
sores universitarios.  La calidad de las universidades se asegura
contratando a los profesores más cualificados, incluso cuando son
mejores que los que ya existen en la Universidad. Para ello, en la
selección del profesorado se utilizan criterios operativos como: au-
toría de al menos 5 publicaciones en revistas internacionales; de-
sempeño mantenido en publicaciones con una media igual o supe-
rior a 2 publicaciones al año en revistas internacionales;
supervisión independiente de estudiantes de doctorado con una
media de 2-3 estudiantes durante un período de 6 años y, al menos,
cuatro proyectos de doctorado en el mismo período de tiempo; al
menos cuatro becas para estudiantes de doctorado o postdoctora-
do en los últimos 10 años como investigador principal; alta repu-
tación internacional (por ejemplo, miembro de comités editoriales
de revistas, invitado en congresos internacionales o alta tasa de ci-
tas). Además, como los salarios de los profesores dependen y es-
tán condicionados por el nivel de la Universidad, a éstos les inte-
resa mantener un buen nivel, bien para permanecer dentro de la
institución o bien para entrar en ella. Este sistema, además de me-
jorar el nivel de la Universidad, se protege contra la endogamia y
la contratación y promoción de personal que ya se encuentre tra-
bajando dentro de ésta. Es decir, no sólo se utilizan criterios ope-
rativos, sino que además el salario de los profesores está en parte
determinado por el éxito de la Universidad. Para más información
sobre la selección en el caso de Holanda y en otros países véase
Sierra, Buela-Casal, Bermúdez y Santos (2006).

En función de lo expuesto anteriormente,  parece evidente que
es necesario establecer y definir de manera operativa los criterios,
el proceso, los estándares, los requisitos mínimos de los candida-
tos y las características de los evaluadores. En definitiva, se trata
de establecer una evaluación más objetiva y que tenga validez con-
secuencial a medio y largo plazo. En España esto será una realidad
en los próximos años dado que cada vez tendrá más peso la auto-
financiación de la Universidad, lo cual, lógicamente, dependerá en
gran medida de la selección previa del profesorado.

La fiabilidad y validez de un sistema de acreditación se incre-
menta estableciendo los criterios, los pasos del proceso y ponien-
do los estándares para cada campo científico. En España ya exis-
ten algunos ejemplos de sistemas de evaluación y selección de
profesorado con criterios y baremos bien definidos, y un buen
ejemplo es el desarrollado por la Agencia de Calidad, Acredita-
ción y Prospectiva de las Universidades de Madrid (ACAP, 2006)
para la acreditación de los profesores contratados. Si se examina
este sistema se puede comprobar cómo los candidatos saben per-
fectamente qué se solicita para cada cuerpo y qué peso o valor tie-

ne cada elemento de producción científica, docente y de gestión.
Este modelo de evaluación utilizado por la ACAP es una demos-
tración de que se pueden crear y aplicar sistemas de evaluación
más objetivos y fiables, de hecho este modelo sería generalizable
al Sistema de Acreditación de Profesores Funcionarios de Univer-
sidad, obviamente estableciendo estándares para cada cuerpo de
profesorado.

En la actualidad es muy fácil establecer si los artículos se valo-
ran de forma diferente en función de que las revistas estén inclui-
das en el Journal Citation Index (Buela-Casal, 2003; Garfield,
2003) o en el Índice de Impacto de Revistas Españolas de Ciencias
Sociales (Jiménez-Contreras, 2004) o del análisis de citas de las
revistas españolas en las bases de datos del Institute for Scientific
Information (Buela-Casal et al., 2004) o con relación al tipo de
metodología de investigación (Montero y León, 2005; Ramos-
Álvarez, Valdés-Conory, y Catena, 2006) o con el Índice de inter-
nacionalidad (Buela-Casal y Zych, 2006), o incluso se puede eva-
luar el nivel de colaboración científica entre investigadores
(Peñaranda Ortega, López Serrano, Quiñones Vidal, y López Gar-
cía, 2006). El hecho de establecer criterios claros y explícitos so-
bre qué tipo de artículos y de revistas se valoran más, no sólo afec-
ta en la mejora del sistema de selección de profesores, sino que
además, de manera indirecta, influye en la evolución futura de las
revistas científicas editadas en lengua castellana, pues sin duda, el
futuro de éstas, en gran medida, dependerá de cómo sean valora-
das en la selección de profesores. Otros criterios como las tesis
doctorales son fácilmente cuantificables en función del campo de
conocimiento, al igual que los libros y demás méritos de investi-
gación. Por tanto, hay que reiterar la recomendación de Muñiz
(2004) sobre la necesidad de que las evaluaciones sean rigurosas
desde el punto de vista técnico, para que sean objetivas, lo cual im-
plica elaborar indicadores que sean operativos, empíricos y cuan-
titativos.

Por otra parte, existen indicadores como los tramos de investi-
gación, producción de artículos por año, citas por artículo, citas
acumuladas, media de citas por artículo, Índice h, factor de im-
pacto acumulado, factor de impacto medio, etc., que permiten ha-
cer una evaluación más rigurosa desde un punto de vista técnico.
Esto es especialmente importante en un sistema de Acreditación,
dado que las comisiones tendrán que evaluar en algunos casos
cientos de candidatos, cuya producción científica ya fue evaluada
previamente por otros más especialistas que los miembros de las
comisiones y que además se leyeron los trabajos, lo cual no pue-
den hacer los miembros de las comisiones, pues tardarían varios
años.

Ante sistemas estrictos y muy reglamentados de selección de
profesorado se podría argumentar la problemática que supone
una evaluación muy mecanicista y que no permiten evaluar otros
aspectos como la creatividad en el ámbito de la ciencia, véanse,
por ejemplo, las reflexiones de Gil Roales-Nieto y Luciano
(2002), Kanazawa (2003) y  Pelechano (2002, 2004). Además se
podría argumentar que si la evaluación es muy operativa, cuanti-
tativa y reglamentada, las comisiones de evaluación tendrían una
actuación casi exclusivamente administrativa. Sin embargo, aun-
que aparentemente pueda parecer así, la realidad es muy distin-
ta, pues las comisiones, en primer lugar, tienen que estar com-
puestas por miembros cualificados que puedan validar los
méritos, que puedan verificar que los méritos se corresponden
con el campo de conocimiento, que puedan comprobar que los
méritos no están duplicados, etc., pero lo que sí está claro es que
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los miembros de una comisión de acreditación no pueden evaluar
la calidad de los trabajos de un candidato (artículos, tesis, libros,
proyectos financiados…) dado que no pueden leerlos y que ade-
más carecería de sentido pues ya fueron evaluados previamente
por especialistas.

Por último, no hay que perder de vista que el hecho de no in-
cluir una exposición y defensa oral por parte de los candidatos po-
dría llevar a la acreditación de doctores sin ninguna capacidad do-
cente, o incluso sin haber impartido docencia previamente, pues
para la acreditación de PTU tan sólo se exige el requisito de ser
doctor. Es decir,  se puede conseguir una acreditación para profe-
sor funcionario sin haber impartido docencia previamente o sin
saber hacerlo. Por tanto, debe quedar claro que las acreditaciones
se hacen exclusivamente por méritos de investigación y no por
méritos docentes, pues como ya se argumentó anteriormente no
está claro cuáles son los criterios de calidad docente a nivel inter-
nacional.

En resumen, es necesario reglamentar un sistema de Acredita-
ción de profesores funcionarios que permitan garantizar la fiabili-
dad y validez del sistema, y ello sólo se puede conseguir con un
protocolo estandarizado con criterios, baremo, procedimiento, es-
tándares bien definidos y operacionalizados y que éstos sean eva-
luados por comisiones muy cualificadas y que los criterios para ser
evaluador también estén regulados en función de la producción
científica, sólo así se conseguirá incrementar la validez y la fiabi-
lidad, y, lo que es más importante, garantizar la validez de las con-
secuencias futuras de la productividad científica de los profesores
universitarios.
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